
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

d)

DXP. N' 01055-201S-PA/TC
LAMBAYEQUE
THAIS DE FATIMA ELIZABEI'H
HERRERA ESQUÉN

I ililililililil il tiil

SENTENCIA INTERLOCUTORJA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima- 22 de octub¡e de 2018

ASUNTO

Recurso de agravio constitucional interpuesto por doña Thais de l-átima
Dlizabeth He[era Esquén contra la resolución de fojas 355, de fecha ]0 de enero de

2018, expedida por la Primera Sala Especializada Civil de la Corte Superior de Justicia
de Lambayeque, que declaró infundada la dema¡rda de autos.

FUNDAMENTOS

En la sentencia emitida en el Expedicnte 00987-201 zl-PA/TC. publicada en el diario
ol\cial El Peruano el 29 de agosto de 2014. este Tribunal estableció. en el

to 49. con carácter de precedente, que se expedirá sentencia interlocutoria
ia, dictada sin más trámite, cuando se presente alguno de los siguientes

stos, que igualmeüte están contenidos en el aftículo ll del Reglamento
or'matlvo del Tribunal Constiturcional

Carezca de lundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
La cuestión de Derecl]o contenida e11 el recuso no sea de especial
trascenclencia constitucional.
La cuestión de Derecho invocada contradiga un p¡ecedente del l'ribunal
Constitucional.
Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

a)

b)

c)

2. En el presente caso, con 1écha 20 de lebrero de 2014, la parte demandante solicita
que se deje sin efecto el despido arbitrario del que ha sido víctima y que. en
consecuencia, se ordene a la Zona Rcgistral Il Sede Chiclayo que la reincorpore
en el cargo de técnico administralivo II del área de pcrsonal de la unidad de
adminisl¡ación, con la rcmuneración que 1e coresponde a dicho cargo, confbrme al
Presupueslo Analítico de Personal de la emplazada. Refiere que brindó sus
servicios para la entidad demandada desde el 1,1 de febre¡o de 2011 hasta cl 31 dc
diciembre de 2013 mediante la suscripción de un convedo, de práclioas
profesionales, el cual se desnaturalizó debido a que laboraba fuera del horario de
trabajo hjado en el referido convenio realizando horas extraordinarias, hecho que
conhavie¡e el artículo I del Decreto Supremo 003-2008-TR, por lo que se convirtió
er un contrato de trabajo a plazo indeterminado, conforme al inciso d) del afiículo
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77 del Decreto Supremo 003-97--l'li. Alega que su despido resulta violatorio dc su

derecho al trabajo. Al respecto, conesponde a este T¡ibunal evaluar si lo pretendido
en la dcmanda será dilucidado en una vía diferente de la constitucional, de acue¡do
a 10 dispuesto en el artículo 5.2 del Código Procesal Constitucional.

En ese sentido, en la Sentcncia 023 83-2013-PA/TC, publicada en el diario oñcial
El I'eruono el 22 de julio de 2015, este Tribunal estableció en el fundamento 15,

con carácter de precedente, que una vía o¡dinaria será "igualmente satisfactoria"
como la via del proccso constitucional de amparo si en un caso concreto se

demuestra, de manera copulativa, el cumplimiento de los siguientes elementos:
i) que la estructura del proceso es idónea para ]a tutela del derecho; ii) que la
resolución que se fuera a emitir pueda brindar tutela adecuada: iii) quc no existe
riesgo de que se produzca irreparabilidad; y iv) que no existe necesidad de una
lutela urgente derivada de la relevancia del derecho o de la gravedad de las

consecuencias,

c caso. desde una perspectiva objetiva, tenemos que e1 proceso laboral
de la Nueva Ley Procesal del 'lrabajo, Ley 29497, cucnta con una

Por ot¡o lado, atendiendo a una pe¡spectiva subjeliva, en el caso de autos no se ha
acreditado un riesgo de irreparabilidad del derecho en caso se transite por la lic
ordinaria. De igual manera, tampoco se verifica la necesidad de tutela urgente
derivada de la relevancia del de¡echo en cuestión o de la gravedad del daño que
podria ocurrir.

6. Por lo expuesto, en el caso concreto existe una via igualmente satisfactoria que es el
proceso laboral abreviado. Asi, habiéndose verilicado que la cuestión de Derecho
invocada contradice un precedente del T¡ibunal Constitucional, el recurso de
agravio debe ser desestimado.

7. De ot¡o lado, si bien la sentencia emitida en el Expedientc 023 83-2013-PA/TC
establece reglas procesales en sus fundamentos 18 a 20, es necesario precisar quc
dichas reglas son aplicables solo a los casos que se encontraban en trámite cuando
la precitada sentencia fue publicada en el dia o oltctal El Peruano (22 de julio de

estructura idónea para acoger la pretensión del demandante y darle tutela adecuada.
Es decir, el proceso laboral se constituye en una vía célere y elicaz respec¡o del
amparo, doide puede resolverse el caso de derecho lündamental p¡opuesto por el
demandante, de confor¡nidad con el fundamento 27 de Ia Sentencia 02383-2013-
PA/TC,
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2015), no ocurriendo dicho supuesto en el presente caso, dado que la demanda se

interyuso el20 de febrero de 2014.

8. En consecuelcia, y de lo expuesto en los fundame¡tos 2 a 7.rrlr¡a, se verifica que
el presente recurso de agravio ha incurido en la causal de rechazo prevista en el

acápite c) del fundamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-
PA/TC y en el inciso c) del aftículo 11 del Reglamento Normativo del Tribunal
Constitucional. Por esta razón, conesponde declarar, sin más trámite, improcedentc
el recurso de agra\ io conslilucior)al.

Por estos fündamentos. el T bunal Constitucional, con la autoridad quc lc
confiere la Constitución Politica del Perú, el fundamento de voto del magistrado Sardón
de Taboada, y la pafiicipación del magistrado Espinosa-Saldaña Barrera, convocado
para dirimir Ia discordia suscitada por el voto singular del magistrado Ferrero Costa.

RIJSUT]LVE

Declarar IMI'ROCEDEN'I l, el recurso dc agravio constitucional

MIRANDA CANALES
SARDÓN DE TABOADA
I'SPINOSA-SALDAÑA t) u-D q

Lo

4.4 c
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rruND^MENTo DE voro DEL M^cIsrRADo S^RDóN DE T^Bo^D^

Si bien estoy de acue¡do con el fallo de la sentencia interlocutoria expedida en autos,
discrepo de su fundamentación.

En cl acápitc b) dcl fundamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-
20i4 I'A/I'C 

-preccdente 
Vásquez Romcro cstc T bunal Constitucional señaló que

debe rechazarse el recurso de agravio constitucional cuando la cucstión de Derecho que
contic¡e no sea de especial ttuscendencia constitucional.

En este caso, la parte demandante solicita su reposición en el püesto de trabajo, por
considerar que fue despedida arbilrariamente. Sin embargo, como he señalado
repetidamente en mis votos cmitidos como magistrado de este Tribunal Constitucional,
considero que nuestra Constitució¡ no cstablece un régimen de estabilidad laboral
absoluta.

A mi cntcndcr, cl dcrccho al trabajo cons¿gmdo por el afículo 22 de la Constituciún nu
incluye la reposición. Como scñaló en el voto singular que e¡¡iti cn cl Expediente
05057-2013 l'A/1C, I'}recedente Huatuco Huatuco, el derecho al trabajo

debe ser enrendido coño ld posibilidad de acceder l¡brcnente al nercado laborul a a
,lcsamllat la dd¡ti.ldLl eLanómíca qte w1o quieru, den¡ro de los líni¡es que la ley
establecc ?ot razones de or¿en público. Solo esta jnterpretación es consistcntc con las
libcñadcs dc con¡ratación y trabajo consagradas cn cl atículo 2", incisos l4 y l5j lá libeñad
de emprcsa establecida en el artículo 59'; y, la visión dinámica del proccso econóinjco
contcnida en el añículo 61'de la Constitución.

Así, cuando el atículo 27 de la Constitución de 1993 establece que "la ley otorga al
trabajador protcccióo adecüada contra el dcspido arbihario", se reñcre solo a obtener
una indemnización dctc¡mioada por la ley.

A mi criterio, cuando la Constitución utilizó el ddjetivo drbitrario, englobó tanto al
dcspido ,ra1o como a1 ¡njustilicado de los que habJaba el Decreto Legislativo 728, Ley
de F'omcnto dcl Eúpleo, de l2 de novicmbre de 1991.

Esto es asi porque, según el Diccionario de la Lengua tsspaiola, a rbitrario cs

Sujeto a Ia librc volun¡ad o ai capricho anrcs qüc a Ia ley o a la razón.

Itldcbidamenle, la Lcy 26513 promulgada cuando ya se encontraba vigente la actlal
Constitución prelendió equiparar cl desprdo que la Constitución denominó arb¡tr¡1r¡o
solo a lo tlue la versión original del Decreto Lcgislativo 728 llamó injustífica.lo.
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Semejante operación normativa implicaba afimar que el despido r¿rlo no puede ser
descrito como "süjeto a la libre volüntad o al capricho antes que a 1a ley o a la razón", lo
quc cs evidcntcmentc inaceptable.

Más ¿llá de su deficiente lógica, la Ley 26513 tuvo como consccuencia resücitar la
reposición como medida de protección tcnte a un tipo de despido, entregándoles a los
jüeces poder para forzar la continuidad de una relación de traba.jo.

Bsta nueva clasificación quc se manttene en el Texto Único O¡denado del Decreto
Legislativo 728, Ley de P¡oductividad y Competitividad Laboral, aprobado mediante
Dccreto Supremo 003-97-TR- es inconstitucional.

Lamentablementc, cstc enor fue ampliado por el Tribunal Constitucional media¡te los
casos Sindicato Telefónica (2002) y Llanos Huasco (2003), eD los que dispuso que
correspo¡dia la reposición incluso frcntc al dcspido arbitrario.

Al tiempo que extra.jo la reposició¡ de la existencia del amparo laboral, Llanos Huasco
pretendió qüe se distinguiera entre cl despido [ulo, el incausado y c] ftaudulento. Asi,
si no convcncia, al mcnos co¡fundiría.

A mi c terio, la prosc pción constitucional de la reposición incluye, ciertamente, a los
traba.jado¡es del Estado sujetos al Decreto Legislativo 276 o a cualquicr otro regrmen
laboralpúbIco.

La Conslitución de 1993 evitó cuidadosaúente utilizar el tórmino "estabilidad laboral",
con el quc tanto su predecesora de 1979 como el Decreto Legislativo 2'76, de 24 de
marzo de 1984, sc rcfcrian a la reposición.

tsl de¡echo a la reposición del régirncn dc la ca¡'rera administrativa no sobrevivió, pucs,
a la promuleación dc la Constitr¡ción el 29 dc diciembre de 1993. No cambia las cosas
quc hayan transcu[ido casi veinticinco años sin que algunos se percaten de c]lo.

l'or 1anto, considcro que el recurso dc agravio constitucional debe rechazarse porque no
está rclacionado coD elcontenido conslitucionalmente protcgido del derecho invocado.
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad quc me otorga la Constitución. y con el mayor respeto por la ponencia
dc mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del precedente vilculante establccido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGAIORIA, por los fundamentos que a

continuación cxpongo:
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1. La Constitución de 1979 creó el Tribunal de Caúntías Constitucionales somo
instancia de casación y la ConstitucióD de 1993 convirtió al T bunal Constitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por pdmera vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano ad roc, independie[te del Poder
Judicial, con la tarea de garantizü la supremacía constitucional y la vigencia plena
de ios derechos fundamentales.

2. La Ley Fundamertal de 1979 estableció que el Tribunal de Garantías
Co¡stitucionales era un órgano dc control de la Constitución, que tenia jurisdicción
en todo el territorio nacional para conocer, en ú11 de casación, de los habeas corpus
y amparos deregados po¡ el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituía una instancia habilitada para lallar en forma deñnitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
de¡ech.rs reconocidus en la Constituciin.

3. En ese sentido, la Ley 23385, l,ey Orgánica del l'¡ibunal de Garantias
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus artículos 42 al 46, que
dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en fo¡ma erada o ha incurido en graves vicios procesales en la
tramitació¡ y resolución dc la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de

señalar la deficiencia, devolverá los actuados a la Corte Süprema de Justicia de la
República (reenvio) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionale§
mencionados.

tw
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EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL COMO CORTE DE Rf,VISIóN O FALLO Y NO DE

CASACIÓN

4. El modelo de tutela ante anlenazas y vulneración de derechos fue seriamente
modihcado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos do tutcla de dos a cuato, a saber, habeas corpus, amparo, habeas data
y acción de cumplimiento. En scgru'rdo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de conhoi de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
califica e óneamente como "órgallo de conhol de la Constitución". No obstante. en
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materia de procesos constitucionales de la libeItad, la Conslitución establece q¡.¡e el

T¡ibunal Constitucional es instancia de reaisión o fallo.

5. Cabe señala. que la Constitr¡ción Política del Perú, en su a1tículo 202, inciso 2,

prescribe que corespo[de al T¡ibunal Constitucional "conocer, en últ¡ma y
delinitíva insta ciat, la¡ resoluciones denegalorias dictados en los procesos de

habeas corpus, dmparo, habeas dala y .tcción de cumplímiento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de ftanca tutela de los derechos fundamentales,
exige que cl'lribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

cstima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
contravend a mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de

defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo 1), y "ld obseflancia del debido proceso y tutela
jurisdíccional. Nínguna persona puede sü desvíada de la iur¡sdicción
prcdeterminad.t por la ley, fii somet¡da a procedimiento ¡listi1llo de los prevíamente

establecidos, ni juzgada por órganos jurísdiccioilales de etcepción n por
comísiones especiales creadas al e/bcto cualquiera sea su denominación",
consagrada en el articulo 139, inciso 3.

6. Como se advierte, a diferencia de 1(] que acontece e¡ otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la via del certíordri
(Suprema Cofte de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de inte¡pretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado lo haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otas palabras, si lo quc

está en discusión es la supuesta amenaza o lesión de un derecho fundamental, se

debe abri¡ la via corespoDdiente para que el Tribunal Co¡stitucional pueda
pronunciarse. Pero la apertu¡a de esta vía solo se produce si se permite al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales media¡1te un pormeno¡izado
anilisis dc lo que se prelende. de lo que ie in\ uc¿.

7. Lo constitucional es escuchar a la paÍe como concretización de su derecho
iñenunciable a la defensa: además, un T¡ibtural Constitucional constituye el más
efectivo medio de defensa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el t unfo de la justicia frente a la
arbitrariedad.

EL DERECHo A sER oiDo CoMo NIANIFESTACIóN DE LA DEÑIoCRATIZACIóN DE Los
PRocf,sos CoNSTITUCToNALES DE L^ LIaERT{D

8. La administración de justicia constitucional de la libertad que brinda el Tribunal
Constitucional, desde su creación, es respetuosa, como coÍesponde, del derecho de

rtn
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defensa inherente a toda persona, cuya manifestación prima a es el derecho a ser

oído con todas las debidas garantias al interior de cualquier proceso en el cual se

dcterminen sus derechos. intereses y obligaciones.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una ¡esolución constitt¡cional
sin realizarse audiencia de vista está rclacionado con la defensa, la cual, sólo es

efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pertinentes, co[cretándose el principio de inmediación que

debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre Ia intenr'ención de las pa¡tes, coresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia co¡stituye una manifestación del poder que el

Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda con estricto respeto de los de¡echos inherentes a todo ser humano, lo que

incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

I l. Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que

democratiza el proceso. De Io contrario, se decidi¡ia sobre la esfera de interés de

una persona sin permitirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que resultaría
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tie¡e el deber

ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justiñcan sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se

legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suficie¡rte las razones de derecho y de hecho relevantes en cada

caso que resuelve-

12. En ese sentido, la Cofe Interame cana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Estado a trdtar al ¡ndívíduo en todo momefito como

un verdadero sujeto del prcceso, en el más amfli' sentiJo Lle rste concepto, y no
símplemenÍe como objeto del mismo"'- ) qre "para qur cxista debido proceso legal
es prcc¡so que un .iusticiable pueda hacer Nalet sus derechos y defender sus

inteteses en fbrma efecti'rat )1 en cotldic¡ofies de igualdad procesdl con olros

I Co¡te IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
párrafo 29.
2 Cote IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otos vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 21 dejunio de 2002, pfurafo 146.

tYt4
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NATTIRALEzA PRoCESAL DEL RECURSO DE AGRAVIO CONSTITUCIONAL

11. El modelo de "instancia de lallo" plasmado en la Coüstitución no puede ser

desvi¡tuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho T bunal es su intérprete supremo, pero no su reformador, toda

vl.z que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la liberlad la denominada
"sentencia interlocutoria", el recurso de agravio constilucional (RAC) pierde su

verdade¡a esencia jurídica, ya que el Tribu]al Constitucional no liene competencia
para "revisar" ni mucho menos "recaliñcar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con los articulos 18 y 20 del Código Procesal Conslitucional, el
Tribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superio. del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le coüesponde es conocer del
RA.C y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de

rechazar dicho recurso, sino por el contrario de "conocer" lo que la paftc alega
como un rgra\ io que le cau.a indelensión.

16. Por otlo lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para su

aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,

requiere scr aclarado, justificado y concretado en supuestos ospecíJicos, a saber,

identiñca¡ cn qué casos se aplicaría. No hacerlo, no defini¡lo, ni justificarlo,
convierte el empleo de la precitada sentencia eri arbitrario, toda vez que se podría
afectar, entrc otros, el derecho fundamental de defensa, en su manifestación de ser

oído con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes

tendrian que adivinar qué resolverá el Tribunal CoÍstitucioIral antes de presentar su

respectiva demanda.

17. Por lo demás, mztatis muta dis, el ptecedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PñTC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
iállos. como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramirez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la natualeza
procesal de los procesos constitucionales de la libefad (supletoriedad, vía prer,ia.
vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional liquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libe¡tad sean de

una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constitu)e un
motivo para que se pueda desvirtuar Ia esencia principal del recurso de agrario
constitucional.
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19. Por faÍto, si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional ¡epresenta la

última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, 1o que ga¡antiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y

definitiva, sea la adecuada para poder escucha¡ a las personas afectadas en sus

derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmeDte si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción internacional de protección de derechos
humanos.

20. Como afirmó Raúl Ferero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una defensa total de la Constitución, pües si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o

envilecida sin la protección judicial auténtica".

s
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